Número de Orden:

Libro de Sentencia Nº: 27

En la ciudad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos  Aires, a los  3    días del mes de octubre de 2006, reunidos en acuerdo los Señores Jueces de la Sala Dos de la Excma. Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial Doctores Horacio C. Viglizzo, Abelardo A. Pilotti y Leopoldo L. Peralta Mariscal, para dictar sentencia en los autos caratulados: "CALAFATE, ROBERTO H. c/ VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A. S/ CUMPLIMIENTO DE CONTRATO", Expediente 127.060, y en virtud del sorteo practicado (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal), resultó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Doctores Pilotti, Peralta Mariscal y Viglizzo, resolviéndose plantear y votar las siguientes

                  C U E S T I O N E S

1ra.)  ¿Se ajusta a derecho la sentencia dictada a fs.        459/465?

2da.) ¿Que pronunciamiento corresponde dictar?

                    V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION EL SR. JUEZ DOCTOR PILOTTI DIJO:

                1.- Roberto Héctor  Calafate  promovió demanda por cumplimiento de contrato contra VOLKSWAGEN ARGENTINA  S.A..  Dijo  que  formalizó  un  Boleto  de Compraventa Automotor (copiado a fs. 7), para adquirir en la concesionaria Volwar S.A. un 0 km marca Volkswagen, modelo Golf TDI, año 2001, color Plata  Satinado, chasis nro. 14081501 al precio de u$s 24.500, abonando en el acto la suma de u$s 10.800, y entregando a cuenta  de  precio su unidad usada, un Volkswagen Golf GTD full,  año  1997, que se valuó en u$s 13.700, ello con fecha  20  de julio de 2001. Relató que Volwar S.A. se comprometió  a  su entrega en aproximadamente 20 días, conservando hasta tal oportunidad su auto para no quedarse  sin  medio  de transporte. Tal promesa nunca se cumplió, por lo que reclamó tanto a Volwar S.A. como a VOLKSWAGEN ARG. S.A. por cartas documento que  acompañó, y recurrió en denuncia ante la  Oficina  Municipal de  Información al Consumidor, efectuándose audiencias en las que no llegaron a acuerdo alguno.  Sostuvo  que el 21 de diciembre de 2001 tomó conocimiento que  VOLWAR S.A. dejó de pertenecer a la red de concesionarios de  VOLKSWAGEN, y entendiendo que la operación pactada con  el  concesionario  local obliga a la fabricante a partir  de  una  resolución  de  la  Secretaría de Industria,  Comercio y Minería en un sumario allí tramitado,  promovió  esta  demanda  directamente contra la concedente,  pues  se encontraba obligada y debía responder por las ventas de unidades cero  km  realizadas por su concesionario oficial para Bahía Blanca.  Ofreció  la  entrega  comprometida de su usado tomado como parte de pago.

                2.-  A fs. 82 se presentó el apoderado de VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A. contestando  la  demanda. Negó  en  general  y pormenorizadamente los hechos expuestos. Dijo no haber suscripto ni recibido boleto de compraventa  alguno  que la vincule con la actora; que Volwar S.A. no es VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A., tratándose  de  dos sociedades anónimas independientes. Que la relación contractual entre ambas lo fue  a  través  de una  Concesión.  Afirmó  que las Concesionarias actúan por cuenta y riesgo propios, por lo que las obligaciones que asumen para con los terceros consumidores  son exclusivas de ellas, y por las que no debía responder. Planteó como defensa de fondo la ausencia de legitimación pasiva para obrar de VW ARG. S.A..

                3.- A fs. 96 se abrió a prueba la causa, certificando el Actuario el vencimiento y resultado del período probatorio a fs. 446. Seguidamente,  la Señora Juez a quo dictó sentencia en la  que  encontró palmaria la ausencia de legitimación de VW  ARG.  S.A. para ser traída a juicio, no viendo modo de que resulte  ser  la  titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión actoral, tal y como lo pretende el actor, en consecuencia rechazó la acción 

                4.-  Contra  dicho  pronunciamiento se alzó la parte actora a fs. 470, sosteniendo su recurso con  el memorial de fs. 476, que mereció la réplica de su contraria a fs. 493.

                5.-  En  un  profuso memorial la parte actora se explaya largamente, centrando en ello su embestida  contra  la  sentencia apelada, en la peculiar relación que vincula a las terminales automotrices con sus concesionarios, con especial análisis de la accionada y Volwar S.A. a quien adquiriera el  rodado  cuya entrega  persigue en autos. Pretende de tal modo rebatir  el  fundamento  del fallo relativo a la autonomía comercial y por propio riesgo que atribuyó el  pronunciamiento a la sociedad mencionada.

                Ataca  también la conclusión de que la accionada  no resulta ser la titular de la relación en que se sustenta la pretensión actoral. 

                Para ello alega en torno a una resolución del Director Nacional de Comercio (que rola a fs. 37/46).

                Seguidamente pretende argumentar sobre una  supuesta  calidad de la concesionaria de mera intermediaria entre fabricante y cliente,  sosteniéndolo con el supuesto conocimiento que  la  accionada  tenía del negocio en cuestión.

                También  sostiene que tal venta la fábrica la aprobó y registró. E igualmente  que  recibió el dinero entregado por Calafate,  quedando  concluido de tal modo el negocio. 

                En  párrafos aparte destaca que la accionada negó el conocimiento de la operación,  lo  que resultó no ser real y que tampoco respondió la intimación  cursada mediante carta documento (fs. 11) lo que evidenciaría su responsabilidad.

                Cuestiona  que se le pretendan aplicar las previsiones contenidas en el reglamento de  concesionarios  por  ser  un  tercero ajeno a tal contratación.

                Cuestiona también que la sentencia haya considerado no invocable la ley de defensa del consumidor.

                6.- La demandada en su responde se ratifica en todos sus dichos y postura asumida en autos, defendiendo  la sentencia recurrida que le resulta favorable.

                Detalladamente responde  los  agravios de su oponente argumentando en contra de ellos.

                7.- Pese a la profusa argumentación de la apelante, el recurso no puede prosperar.

                Liminarmente cabe destacar que Calafate  accionó  en  autos  por "cumplimiento de contrato" (fs. 48 "Objeto") requiriendo la entrega del automotor adquirido y ofreciendo " entregar la  unidad  que  fue tomada como parte de pago del precio ..." (fs. 53 vta. primer párrafo), surgiendo la relación contractual del boleto de fs. 7 en el que  intervinieran  el  actor  y VOLWAR S.A., persona jurídica  distinta  a  VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A., y habiendo actuado aquella por derecho propio y no en representación de esta última,  podemos decir que la acción nació indefectiblemente  condenada al fracaso (arts. 163 inc. 6 y 330 incs.  3  y  5  del CPC).

                No se demandó a la concedente  por  el incumplimiento  de algún contrato entre ella y la concesionaria, ni por los daños que para el actor  pudieran derivar de algún incumplimiento contractual o  legal a cargo de la accionada, se  reclamó  -reiteramos- EL  CUMPLIMIENTO  DEL  CONTRATO OBRANTE A FS. 7 DE AUTOS.

                Resulta  evidente  el poder de control que ejercen las terminales automotrices sobre sus concesionarios  oficiales.  Su  superioridad económica es notable,  como  también  lo es el poder de direccionamiento de actividades (atención obligatorias a rodados de la marca aunque hayan sido vendidos por otra concesionaria) y de vigilancia de la evolución económica de la concesionaria (control contable).

                Sin embargo, tal relación de  superioridad se encuentra ejercida únicamente en la  vinculación  existente  entre  concedente  y concesionario, y viene impuesta desde un reglamento al que el concesionario adhiere o no, pero que lo hace por su propio interés  económico de disponer de la exclusividad de ser precisamente,  el concesionario oficial, con los beneficios que ello importa por tener el monopolio  de  la venta  de productos con el aval de la terminal, que se encarga además de publicitar en abstracto adecuadamente esos productos.

                Todas las exigencias se encuentran direccionadas a que la concesionaria se  comporte  coherente con la continuidad del prestigio de la marca, de la forma que le parezca más conveniente a la concedente  y  con ello regular esta peculiar relación bilateral.

                Por el contrario,  la  concedente  -al menos la demandada en autos y respecto de Volwar S.A.- no  se  inmiscuye  en  la relación particular que nace entre la concesionaria y cada cliente en particular.

                Sólo determina el precio de los  rodados y algunas condiciones de venta, pero no  participa en la negociación particular de modo de poder considerársela  obligada  respecto  del  cliente (Calafate en nuestro caso).

                No  se trata de una compra efectuada a la  terminal fabril en la que la concesionaria actuara como  mandatario  o  intermediario,  resultó  ser  una contratación  bilateral en la que la concesionaria determinó el precio final del automotor que prometió  en venta al fijarlo en U$S10.800,00 más un automotor usado de propiedad de Calafate. 

                Pero además, y tal vez lo  más  importante en el caso que nos convoca, es que la dominación económico  jurídica que podamos admitir que existe del concedente  respecto del concesionario en nada influyó en el incumplimiento de Volwar S.A., empresa que, como es sabido se encuentra en estado falencial,  situación que  seguramente  ha motivado al actor a tratar de encontrar un deudor solvente frente a la insolvencia manifiesta de su único cocontratante en el boleto de fs. 7 que es base de esta acción.

                Del  supuesto pago de Volwar S.A. a la accionada de los U$S10.8000,00 para aplicar  en  forma expresa al pago de la unidad VW GOLF TDI año 2001 0Km, chasis 14081501 color plata satinado, sólo tenemos los dichos  del  actor  y  la complacencia con ellos de la primera, deudora indudable de Calafate a  la  que  sin embargo no ha demandado.

                La única prueba ofrecida por la actora que podía tener relevancia a la hora de comprometer en algún  modo a la accionada respecto del negocio objeto de esta acción, era la pericial contable sobre los libros de VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A. y que fue  producida mediante exhorto que obra a fs. 341/424.

                Con  ella nada logró acreditar al respecto la actora. Si bien son verdaderas algunas de las afirmaciones  contenidas en la impugnación que corre a fs. 393, desde que en el informe de fs.  376/377  vta. varias  respuestas han sido dadas sobre "informes verbales" de la propia demandada, lo cierto es que de  la contabilidad obligatoria no surgen respuestas que  favorezcan la posición de Calafate.

                La  falta  de informe concreto que determine la existencia del  depósito  por  U$S10.800,00 con destino al rodado adquirido por Calafate, no puede serle  reprochado al perito interviniente desde que no se  le  facilitaron mayores indicios para que indagara al respecto y lo ubicara.

                Tal  depósito -si es que existió y con el  destino  pretendido,  cosa que dudamos- desaparece fácilmente en la contabilidad de un gigante industrial como lo es respecto de dicho monto la accionada.

                Era  el  actor  quien  debía  procurar acreditar tal extremo, y no  habiendo  sido  el  mismo quien efectuara ese hipotético depósito, debió obtener de Volwar S.A. la información pertinente o de  no  lograrlo, obtenerla mediante pericia  contable,  u  otra indagación en el proceso universal de aquella; sin dejar de destacar nuevamente que sorprende  no  se  haya dirigido  la acción también contra esta sociedad, verdadera obligada directa en los términos del boleto  de compraventa  de fs. 7 cuyo cumplimiento se persigue en autos.

                Si realmente Volwar S.A. hizo tal pago con imputación, y así lo manifestó  reiteradamente  su presidente (declaración de fs. 170 vta. respuesta a la quinta pregunta, presentación del apoderado a  fs.  29 en expediente administrativo tramitado ante la Oficina de  Defensa  del  Consumidor),  debió   tener   alguna constancia que vinculara con tal voluntad a la  accionada,  siendo  al efecto irrelevante una planilla conformada  por  un  supuesto inspector del fabricante en que   constaba   la  identificación  del  rodado  como "compromiso con clientes".

                Tales compromisos -de Volwar S.A.-  no pueden vincular a la empresa concedente con el cliente de la concesionaria, pues el negocio individual lo decide libremente esta última, así lo aclararon  por  lo demás los testigos Mancilla (a fs. 247) y Mevia (a fs. 248).

                Fue Volwar S.A.  la  que  aceptó  como parte de pago un automóvil usado, que sabido  es,  las terminales de fabricación de vehículos 0Km. no los toman a su vez. 

                Si  algún  compromiso existió respecto del  rodado  VW GOLF TDI año 2001 0Km, chasis 14081501 color plata satinado, el mismo pudo haber  sido  entre Volwar S.A. y VOLKSWAGEN ARGENTINA S.A., pero lo  desconocemos y no existe causa jurídica alguna  para  subrogar al actor en los hipotéticos derechos de su única deudora, la concesionaria.

                Además, resulta mensurable en el  caso de  autos que no se le imputa al fabricante -concedente-  alguna  responsabilidad por la fabricación defectuosa del producto, donde sí podría  quedar  vinculada con la oferta publicitaria que efectuara,  desde  que, aún  en  abstracto,  apunta a la calidad del producto, pero no a la forma y personas que lo  comercializarán. Tan así resulta ello que, es un dato inocultable de la realidad actual, la posibilidad de adquirir  vehículos "0Km"  en  locales dedicados a la venta de automotores sin ser concesionarios oficiales, bastando  con  recorrer los avisos clasificados de los diarios, o los locales  de venta de rodados para cerciorarse de tal situación, la que entonces resulta ser un hecho  público y notorio.

                También  para atribuir responsabilidad a  la  accionada  por  la  falta de entrega del rodado comprometido  por la concesionaria en el boleto de fs. 7  alega la actora en su memorial en torno a una resolución  del  Director Nacional de Comercio (que rola a fs. 37/46), pretendiendo demostrar la peculiar  situación de este tipo de concesión.

                Sin  embargo, y pese a las similitudes de ambos supuestos, pues en aquel la concedente era la antecesora  de  la accionada en autos y la concesionaria, al igual que en este supuesto se  encontraba  inmersa en un proceso falencial, las conclusiones no resultan trasladables.

                Era un proceso meramente administrativo,  en el que no se obligó a entregar rodados, aunque sí se impuso una multa, pero ella se cargó a concedente y concesionaria.

                Por lo demás, según vemos en los  fundamentos de tal resolución, a la concedente se le  imputaba  incumplimiento  de  compromisos  publicitarios (fs. 37 último párrafo), según surgía de documentación ya se había percibido en la mayoría de  los  casos  el precio fijado en cada contratación (fs. 40 segundo párrafo), se trataba de un supuesto en que la concedente había rescindido unilateralmente el contrato de concesión,  y a partir de ello declarada por la concesionaria su imposibilidad de cumplimiento; pero más  importante aún, en sede judicial, en el proceso  falencial, se hallaba firme la resolución que declaró la  nulidad de la rescisión de los contratos (plural al referir  a la fabricante y a la sociedad creada  como  de  ahorro para  fines determinados), ordenando la continuación y cumplimiento de los mismos (fs. 42).

                En consecuencia, ni en este precedente poco  comparable, único que encontrara la actora buceando antecedentes similares, puede fundar  su  pretensión, y menos aún debilitar en modo alguno el solvente fallo que viene atacando.

                Cuestiona  que se le pretendan aplicar las previsiones contenidas en el reglamento de  concesionarios  por  ser  un  tercero ajeno a tal contratación.

                También  ello  es verdad, pero tampoco modifica la suerte del proceso, y menos aún puede torcer lo sentenciado en la instancia de origen.

                Como bien dice  el  apelante,  resulta ser ajeno al reglamento de concesionarias y es sólo un tercero, y en efecto así resulta y de igual  modo  resulta  a  su vez la accionada un tercero a su respecto en  el  negocio  bilateral que celebró con Volwar S.A. (boleto de fs. 7).

                En  sus  propios argumentos no se sostiene la pretensión actoral, si no se quiere que se lo vincule con la fábrica mediante el reglamento y no  lo está  mediante el boleto de compraventa, ¿en que funda la causa de su pretendida acreencia?, es  evidente  su inexistencia (art. 499 CC), y por ello  se  impone  la confirmación de la sentencia atacada que desestimó totalmente su pretensión. 

                Es  verdad que la doctrina ha esbozado posibles  soluciones a conflictos como el que nos convoca, y muy especialmente considerando el supuesto  de falencia de la concesionaria, sin embargo sólo podemos considerarlo  como  fueron  planteadas, como ponencias doctrinarias  o  propuestas de reforma legislativa (el propio  Julio  César  Rivera  citado  por el apelante: "Cuestiones vinculadas a los  contratos  de  distribución" en Revista  de  Derecho  Privado  y  Comunitario Contratos modernos, pág. 176 #14). 

                No existe norma  positiva  alguna  que pueda  reflejar  la obligación contractual asumida por el concesionario con su cliente al concedente del primero.

                La  dirección o supremacía contable de la  fabricante  no le permite interferir decididamente en la actividad jurídico-económica de  la  concesionaria, pudiendo a lo sumo cancelarle la  concesión,  por lo  que  mal podríamos responsabilizarla por la insolvencia de  Volwar  S.A.  o  el  incumplimiento  de  un contrato en el que no intervino ni tuvo oportunidad de fiscalizar, percibir importes, discutir condiciones de venta o valores de bienes a permutar  y  controlar  su cumplimiento.

                Resta decir, atendiendo agravios de la actora que el valor jurídico que pretende asignarle al silencio de la accionada ante un requerimiento suyo es incorrecto. En los términos del art. 919 del Cód.  Civil sólo se le pudieron imputar consecuencias  al  silencio  si hubiera existido obligación de expresarse y no  la había, tal como quedó analizado en los párrafos precedentes. 

                Por  último, en lo atinente a la invocación de la ley de  defensa  del  consumidor  24.240, asiste razón en principio al apelante, pues no corresponde juzgar la relación concedente concesionaria, sino  la  de Calafate, que como consumidor legítimamente la  ha invocado, pero yerra en cuanto lo hace frente a Volkswagen  Argentina  S.A., tercero ajeno al contrato cuyo cumplimiento es el objeto inviable de este proceso.

                Careciendo en consecuencia el memorial en tratamiento de entidad para conmover el fallo recurrido, a esta cuestión doy mi VOTO POR LA AFIRMATIVA. 

                Los Sres. Jueces Dres. PERALTA  MARISCAL  y  VIGLIZZO por los mismos fundamentos votaron en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION EL SR. JUEZ DOCTOR PILOTTI DIJO:

                En  atención  al resultado arribado en la  votación precedente, propongo confirmar la sentencia apelada en todo cuanto fuera objeto de agravios, e imponer las costas de esta instancia al apelante  vencido (arts. 68 y 69 del C.P.C.).

                ASI LO VOTO.

                Los Sres. Jueces Dres. PERALTA  MARISCAL y VIGLIZZO por los mismos motivos votaron en igual sentido.-

                Con  lo  que terminó este acuerdo dictándose la siguiente

                   S E N T E N C I A

Bahía Blanca, 3ú de octubre de 2006.-

                Y  VISTOS:  CONSIDERANDO:  Que  en  el acuerdo precedente, ha quedado resuelto que la sentencia dictada a fs. 459/465 se ajusta a derecho.-

                POR  ELLO,  y lo normado por los arts. 499,  503,  1161,  1162, 1199 y cctes. del Cód. Civil, 375, 384, 456 474 y cctes. del CPC se confirma la sentencia dictada a fs. 459/465. Costas de alzada al apelante vencido (art. 68 CPC). Y tratando el recurso interpuesto a fs. 470 punto 2, teniendo en cuenta la importancia del asunto y mérito de la labor desempeñada, fíjanse los honorarios de los Dres. Jorge  V.  Vila  y Ricardo  A. Campaña en las suma de TRES MIL QUINIENTOS y  DOS  MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA pesos, respectivamente, confirmándose así la  regulación  de  fs.  265. Asimismo,  por sus tareas en esta instancia y en favor de  los  mismos letrados y del Dr. Santiago B. Vila se los  determina  en  las  suma  de  SETECIENTOS, UN MIL CUATROCIENTOS y UN MIL CUATROCIENTOS pesos respectivamente,  siempre  con más los adicionales de ley (arts. 14, 16, 21, 23, 31 y cctes. dec. ley 8904). Hágase saber y devuélvase.-

                              Si///

///guen las firmas

Horacio Viglizzo - Abelardo A. Pilotti - Leopoldo L. Peralta Mariscal.

Ante mí:

